Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Médicos de PERSES) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Salud Pública da la bienvenida a la delegación de la Asociación de Médicos de 
PERSES, Unidad Coronaria Móvil, a quienes les pedimos disculpas por el atraso con que los hemos recibido, pero a veces 
tenemos poco tiempo y debemos atender grandes problemas. Les damos la palabra para escuchar el planteo que han venido a 
formular. 


SEÑOR ETCHEGARAY.- En nombre de la Comisión Directiva de AMP les doy las gracias por habernos recibido y permitirnos 
manifestarles la situación que hoy estamos viviendo en PERSES. 


Estamos pasando por el tercer conflicto en tres años consecutivos que, en esta oportunidad, deviene en una nueva violación de 
convenios por parte de la empresa. Es importante destacar que no se trata de denuncia de un convenio sino, lisa y llanamente, de 
la violación del mismo. Todos los convenios que firmamos con la empresa tienen una cláusula de salvaguarda que permite a los 
autores, si la situación lo amerita, denunciar el convenio, pero este no ha sido el caso porque, reitero, el mismo ha sido 
directamente violado por tercera vez consecutiva en tres años, sin cumplir si quiera la más mínima formalidad. 


Si me lo permiten, voy a hacer una reseña de nuestra relación con la empresa en los últimos tres o cuatro años. Nuestra 
agremiación representa a los médicos que trabajamos bajo relación de dependencia en UCM. AMP es un núcleo de base del 
Sindicato Médico del Uruguay y es un gremio que tiene un alto porcentaje de agremiación, que alcanza al 80% de los médicos que 
trabajan en UCM. 


Desde el año 1987, nuestro relacionamiento con PERSES se ha intentado realizar por medio de convenios colectivos. Sin 
embargo, ya en 1995 nuestro gremio tuvo que aceptar la flexibilización laboral y acceder a una reestructura de verano por la que 
perdíamos horas de trabajo en ese período, con la contrapartida de comprometernos a atender turnos transitorios en invierno, en la 
época de mayor demanda. 


En el año 1987 firmamos un convenio con pretendida vigencia hasta el año 2001 en el que accedimos a cobrar el 10% de nuestros 
honorarios por medio de "luncheon tickets". Sin embargo, en el año 2000 la empresa viola dicho convenio con la intención de lograr 
una rebaja salarial directa del 20%. Eso llevó a un conflicto prolongado de tres o cuatro meses que derivó en la firma de un 
preacuerdo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el que, de una u otra manera, concedíamos U$S 2:400.000 anuales. 
Esto se lograba por la pérdida del 5% del pago del beneficio extra por trabajar los domingos, la pérdida de los 15 minutos de la hora 
extra, la pérdida del pago triple de los feriados no laborables, que pasaba al doble y por permitir que la empresa nos retribuyera el 
30% de nuestros salarios en forma de honorarios profesionales. Esto significa que pasábamos a cobrar un 70% de nuestras 
retribuciones en forma de relación de dependencia y un 30% como honorarios profesionales. Este preacuerdo no fue firmado como 
convenio porque veíamos que esa forma de retribución que se nos proponía tenía ciertos vicios de ilegalidad. Por ese motivo 
manifestamos nuestro deseo de que el mismo pasara a estudio de la Sala de Abogados del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, donde se entendió que el organismo competente era el Banco de Previsión Social, al que se trasladó la consulta. Hasta el 
día de hoy, según tenemos entendido, dicho organismo no se ha expedido sobre el tema. 


Si bien esas condiciones no fueron firmadas como convenio, sí se ejecutaron como tales en todos sus términos: concedimos U$S 
2:400.000 anuales. Sin embargo, no contentos con eso, a los pocos meses de comenzar a ejecutarse ese convenio, en el año 2001 
la empresa nuevamente rompe el convenio o preacuerdo con la pretensión de obtener la gestión de guardias. Esto no es ni más ni 
menos que la distribución del trabajo médico la cual, desde el nacimiento de la UCM fue realizada por AMP. La excusa o el motivo 
manifestado por la empresa para realizar esa tarea era que iba a ahorrar dicha gestión. Según lo manifestado verbalmente por 
gerentes de la empresa, lo cierto era que iban a otorgar beneficios a un grupo médico que meses antes había comprado un 
porcentaje de las acciones. Consideramos este asunto de tremenda gravedad porque pensamos que nos iba a dividir y por ese 
motivo surgió un nuevo conflicto de gran envergadura que desembocó en el primer paro médico de una emergencia prehospitalaria. 
El mismo fue adoptado por nuestra agremiación con mucha responsabilidad y seriedad, comprometiéndonos a no dejar sin 
asistencia a los 270.000 afiliados que tenía UCM y a atender todo el servicio de emergencia y, bajo el régimen de guardia gremial, 
las eventuales urgencias o emergencias que pudieran presentarse en las policlínicas. 


Dicho paro médico desencadenó un decreto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -decreto de sensibilidad, a nuestro 
entender y según nuestros juristas, inconstitucional- por el cual se nos cercenó el derecho de huelga, tema en el que más adelante 
abundaremos un poco más. 


A pesar de ese decreto de sensibilidad llegamos a un nuevo convenio por el cual accedimos a una cogestión de guardias; 
concretamente, la empresa iba a administrar y nosotros a ser una especie de veedores. Como contrapartida, obtendríamos cierta 
recuperación salarial, concretamente, de un 8%, que se distribuiría de la siguiente manera: 2% en el acto de la firma del convenio y 
el restante 6% a futuro, que se concretaría en un 3% a marzo de este año y el otro 3% a marzo del año que viene. 


Dicho convenio se ejecutó hasta la fecha en todos sus términos, pero pocos meses después de firmado -esto ocurrió en marzo del 
año pasado- hubo elecciones en MP y tomó posesión un nuevo Directorio. Puesto que estaba planteado un muy mal 
relacionamiento con la empresa -no por causa nuestra- pedimos una audiencia al Directorio de PERSES con el deseo de 
manifestar la necesidad de modificar esa situación y, también, nuestra voluntad de poner todo de nuestra parte para que eso se 
superara. Pero como contrapartida obtuvimos más de lo mismo: a los pocos meses de haber firmado el convenio y de haber 
accedido a la dirigencia gremial, la empresa entró en incumplimiento, por ejemplo, en materia salarial, en donde se produjeron 
retrasos. Para atender a este tema y solucionarlo llegamos a un acuerdo verbal, pero también se produjo un incumplimiento de 
éste. Asimismo, se incumplieron reiterados acuerdos -que fueron el fruto de largas jornadas de trabajo conjunto- sobre el pago del 
aguinaldo, del salario vacacional y de las licencias, hasta que en marzo de este año, y por tres veces consecutivas, la empresa 
violó el convenio. 


Esto no surgió de un día para otro, puesto que la empresa había manifestado tener dificultades económicas que nosotros, actuando 
con un criterio de responsabilidad y seriedad, tratamos de atender. Pedimos los números con la condición de que si accedíamos a 
estudiarlos, no iba a haber restricciones en cuanto a la información que nos brindara la empresa. Así empezamos a trabajar y del 
análisis que realizaran nuestros asesores permanentes -el contador Luis Lema y el profesor Daniel Olesker, que también colaboró 
en esto- surgió que había dificultades, pero también que durante los últimos tres años hemos perdido -ese es nuestro punto de 
vista- un 35% de salario real. 


Por otra parte, la empresa hizo hincapié en un déficit operativo; lo que quiso manifestar fue que se gastaba más de lo que entraba, 
pero se vio que en realidad eso no era así. Es cierto que existe un déficit operativo, pero es pequeño y manejable, puesto que se 
trata de U$S 40.000 por mes, lo cual supone un 2% de su presupuesto. Ese pequeño déficit no ha surgido por los salarios que se 
pagan, porque si bien en los últimos años la empresa ha visto descender sus ingresos en el orden del 30% en función de que bajó 
el valor de la cuota y el número de socios, por concepto de masa salarial, que involucra tanto a médicos como a no médicos, ha 
ahorrado un 37%. En ese aspecto, entonces, ha ahorrado más de lo que ha gastado. 


Hablé de un déficit operativo manejable porque luego de acceder a una serie de números nos llamó la atención que la empresa 
gasta U$S 2:000.000 por año en el Directorio -cifra desmesurada- y en mantenimiento de automóviles y flota, U$S 120.000 por 
mes, es decir, una cantidad similar a la que pagan por alquileres de casa para las bases cuando, en realidad, la mayoría de esos 
inmuebles son de su propiedad. En resumen, se trata de un déficit operativo pequeño, manejable y fácilmente corregible. 


Lo que también se vio es que el problema, el drama de la empresa no era ese, sino el endeudamiento financiero que se ha ido 
desarrollando en los últimos años, y que se sitúa en el orden de los U$S 8:000.000, de los cuales U$S 5:000.000 o U$S 6:000.000 
corresponden a deudas bancarias y aproximadamente U$S 3:000.000 a Obligaciones Negociables en la Bolsa de Valores. Ese es 
el verdadero drama de la empresa. 


Lo destacable de este endeudamiento financiero es que no fue para beneficio de los trabajadores ni de los afiliados; no se gastó 
absolutamente nada en pro de la empresa ni en pro de la asistencia. No sabemos adónde fue ese dinero, pero sí que no quedó en 
la empresa. 


En definitiva, lo que se pretende es que los trabajadores -porque la novedad en este conflicto es que estamos todos, porque la 
violación al convenio afectó a la parte médica y al resto de los funcionarios- paguemos un endeudamiento que no generamos y del 
cual no somos responsables, con el agravamiento de que si accediéramos a hacerlo en la forma que propone la empresa, igual no 
podríamos resolver los problemas. 


La rebaja salarial directa que se ha planteado hoy de un 18% en la parte médica más un 5%, que corresponde al 3% de 
recuperación salarial de marzo de este año y otro 2% al 90% del IPC, como estaba estipulado en el convenio, supone un 23% de 
descenso de los salarios. Pero ni aun accediendo a dicha rebaja, podríamos solucionar el tema de la empresa. Aunque cueste 
creer, el costo financiero del endeudamiento significa para la empresa U$S 3:500.000 por año, que es una cifra que realmente 
llama la atención. Los economistas podrán explicar mejor que yo esto, pero la realidad es esa, que coincide con el costo financiero 
que proyecta la empresa. Lo que obtiene con nuestra rebaja salarial es, justamente, una regla de tres de la que surgen U$S 
3:500.000 por año. O sea que aun contando con nuestra voluntad o nuestra ingenuidad, la empresa se va a limitar, en el mejor de 
los casos y siempre y cuando las condiciones macroeconómicas no cambien, a pagar dicho costo financiero, pero seguirá con el 
mismo endeudamiento. Por eso hoy estamos enfrentados a una situación en la cual nuestro conflicto está planteado mucho más 
allá de la rebaja salarial ya que ésta no sólo es injusta, sino también inútil. 


Nuestro conflicto hoy está planteado en los siguientes términos: vamos a exigir que la empresa empiece a hacer las cosas como 
debe y que, de alguna manera, asegure la fuente laboral, que hoy está comprometida, a más de 1.000 personas, así como también 
la asistencia para más de 240.000 afiliados que hoy tiene. Esta es nuestra reivindicación. 


Aparte de eso, queríamos trasladar la inquietud que tenemos en otros aspectos. Indudablemente, estamos ante una empresa que 
es violadora de convenios y que no ha asumido ningún tipo de responsabilidad y compromiso con los mismos, a pesar de que 
fueron firmados en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, uno de ellos -el convenio de 1998- incluso, con la firma de la titular 
de la Cartera de ese momento. Reitero que la empresa viola los convenios firmados con total impunidad. Por tanto, esa es una 
inquietud que dejamos planteada, además de manifestar nuestra indefensión ante esta empresa, porque estamos sometidos a sus 
caprichos sin el más mínimo derecho a defendernos. 


El otro aspecto que quiero resaltar es que, ante la grave situación que estamos, esto puede desencadenar en un nuevo paro 
médico en una emergencia médica prehospitalaria. Además, queremos manifestar nuestra preocupación con respecto al decreto de 
esencialidad al cual fuimos sometidos el año pasado. Nosotros entendemos que fue inconstitucional porque no sólo no se escuchó 
nuestra voluntad de atender todo el servicio de emergencia y las policlínicas -si bien no considerábamos que eran un servicio 
esencial- sino que se le dio la potestad a la empresa de fijar con quién, cómo y cuándo iba a hacer efectivo dicho decreto de 
esencialidad. Esto nos dejó, nuevamente, en una situación de total indefensión y directamente nos cercenó el derecho de huelga. 
Sinceramente, deseamos que esta situación no se vuelva a repetir. 


SEÑORA PINKO.- Quería ampliar el tema relativo al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Lamentablemente, no hemos tenido muy buenas experiencias con ese decreto de esencialidad que, aparentemente, fue avalado 
por la DICOCA. En su oportunidad, se pidió el documento del Ministerio de Salud Pública que avalaba o recomendaba la 
esencialidad, sobre todo con relación a las policlínicas; jamás apareció y no pasó nada. Incluso, en la misma madrugada en que se 
decretó el servicio de esencialidad y en que el Ministerio le dio la total potestad a la empresa para que convocara a quien quisiera, 
rápidamente ésta empezó a citar a los dirigentes sindicales para que no pudieran tomar u organizar las medidas gremiales. Este 
hecho se denunció ante el Ministerio y no pasó absolutamente nada. Las situaciones acaecidas fueron totalmente ilegales, aunque 
también se denunciaron y tampoco pasó absolutamente nada. Sabemos que las citaciones se deben hacer según lo establece la 
Constitución, es decir, antes de la caída del sol. Sin embargo, se hicieron en la madrugada, con la actuación de escribanos y 
dejando las citaciones en los boxes del correo -téngase en cuenta que estamos todos enrejados por razones de seguridad- por lo 
que quedaban ahí, sin que el interesado acusara recibo de la misma. Yo también fui citada de esa manera y me enteré cuando me 
estaba yendo de mi casa ya que, por casualidad, me fijé si tenía correspondencia. Lo aclaro, porque nadie tocó timbre en mi casa. 


Resultó, entonces, que el que no escuchó esto, el que no lo vio o el que no estaba, quedó en una lista como que había faltado a un 
decreto de esencialidad. Este hecho se denunció y no pasó absolutamente nada. 


En este sentido, quería decir que notamos que cuando vamos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no somos escuchados y 
la cancha, de alguna manera, queda flechada a favor de los caprichos de la empresa. Lo último que hicimos fue pedir una mesa de 
diálogo donde pudiéramos discutir todos los trabajadores y, honestamente, debo decir que los interlocutores de la salud en el 
Ministerio se hicieron los ofendidos porque manifestamos que esta vez queríamos que las cosas funcionaran de otra manera. La 
respuesta fue que dicha inquietud iba a pasar a mesa de entrada, como una forma de ponerlo en el freezer; de esta forma no iba a 
poder negociar con todas las partes. 


Además de lo que pasó en el Ministerio, presentamos un recurso de amparo -luego entregaremos la documentación 
correspondiente- frente a ese hecho, pero en definitiva la Jueza no se expide. En la primera parte, dicha Jueza plantea que esto 
realmente es cercenar el derecho de huelga, luego de lo cual hay un cuarto intermedio. A partir de ese momento, la sentencia se 
empieza a dilatar hasta quedar como inconclusa porque ya se había firmado el preacuerdo o acuerdo. 


Son muchas cosas las que se deben tener en cuenta. La empresa, incluso, ha retenido el pago de "lunch on tickets" contra la firma 
de observaciones escritas a funcionarios, especialmente a dos médicos por pedir más horas de las permitidas. Es una situación 
muy grave. Por otra parte, dejaron de descontarnos la cuota gremial que se ha descontado permanentemente desde que se creó la 
sociedad médica Perses. Frente a las medidas gremiales, los jefes médicos están presionando a los otros médicos y funcionarios 
para que no las lleven a cabo. 


Una cosa que olvidamos decir es que hay un gran número de médicos que no están en una relación de dependencia y, en este 
momento, han pasado a las suplencias. Por lo tanto, después de haber violado esto de descontarnos directamente del salario la 
cuota gremial, pasaron a servicios las suplencias médicas, decidiendo a quién se las van a dar. Por supuesto que no se las van a 
dar a médicos de Perses -con lo cual estarían tercerizando las horas- o, quizás, se las den a los médicos que compraron pero que 
no llevan adelante las medidas. Esto es lo que hacen para impedir todo tipo de acción gremial. Además, a los médicos tercerizados 
les dicen que si llegan a acatar una medida gremial no van a trabajar más en la empresa. De hecho, en el conflicto pasado, los 
médicos que acataron las medidas fueron del Sindicato Médico y los pusieron al final de la lista para no ser llamados. Previamente 
a la violación del convenio, sabiendo que venía un conflicto, los citaron y les dijeron que los iban a poner nuevamente al final de la 
lista, después de que habíamos luchado en ese sentido, porque iban a seguir nuestras medidas. 


Hoy estamos frente a una resolución de una Asamblea General extraordinaria que llevó a cabo el Sindicato Médico del Uruguay, 
donde se avalan todas las medidas gremiales que se plantean -obviamente votadas por el propio Sindicato- y que incluye a todos 
los médicos de esta organización para que las acaten y para su defensa. 


SEÑORA TELLERI.- En este momento estamos en una declaración de conflicto frontal contra la empresa Perses a partir del 18 de 
abril, donde se efectiviza la rebaja salarial que ellos venían proponiendo como una hipótesis de trabajo. Con fecha 1% de marzo se 
comienza a pagar con dicha rebaja, por lo que llevamos dos meses cobrando con una disminución del 24%. 


Somos dos gremios en conflicto que estamos manejando medidas en defensa legítima de nuestros derechos. La empresa, por su 
parte, también ha adoptado medidas, por ejemplo, colocar coraceros en las bases. De manera que estamos trabajando con gente 
armada dentro y fuera de las bases. Estas medidas recuerdan otras épocas de este país que, según creo, nadie quiere vivir más. 
Hemos hecho estos reclamos relacionados con la defensa de nuestros derechos como trabajadores en varios ámbitos, y sentimos 
que nos sigue faltando apoyo. Pero el Sindicato Médico del Uruguay nos ha brindado un apoyo total que incluye la posibilidad de 
que los tercerizados adopten medidas gremiales. Además, este apoyo deja muy clara la posición del Sindicato en cuanto a que 
aquellos médicos que tomen actitudes contrasindicales, como, por ejemplo, contratar coraceros para amenazar a compañeros y 
amedrentar las medidas gremiales -como ser, llamar para saber quien está haciendo un paro- van a ser pasados al Comité Arbitral, 
ya que no queremos personas como estas en nuestro gremio. Pensamos que esa gente no puede estar con nosotros ocupando 
ningún cargo, ya sea de médico empresario o tercerizado. No puede haber personas como estas en el Sindicato Médico del 
Uruguay. En el día de ayer esta Institución dio líneas muy claras de responsabilidad con respecto a la situación grave que hoy 
estamos viviendo. 


Otro lugar al que también nos hemos dirigido es el Ministerio, el que ha estado omiso, puesto que no ha mediado ni buscado 
soluciones. Simplemente, nos ha pasado a mesa de entrada y nos ha dejado en un "stand by" que no nos sirve, ni creo que le sirva 
a nadie. Pienso que hay que señalar estas cosas muy claramente porque son los ámbitos donde debemos reclamar y de los que 
esperamos una respuesta a estos problemas. 


El otro ámbito en el que hemos buscado ayuda ha sido en el Parlamento, al que hemos acudido varias veces porque sabemos que 
hay colegas que conocen más sobre estos temas. En este caso, esperamos un respaldo y la responsabilidad de que se manejen 
estos temas con la seriedad e importancia que merecen, en un país que sufre una crisis muy grave. Pero no por esto se debe dejar 
de reconocer el derecho de los trabajadores, la legalidad de los convenios y la juridicidad de las normas de trabajo. Consideramos 
que hoy por hoy los médicos en general tienen que reposicionarse y, en particular, los que trabajan en la UCM, contando con un 
marco de apoyo en el ámbito institucional que corresponda. 


Concretamente, esto es lo que estamos solicitando, es decir, formas de mediar y destrabar este conflicto. Necesitamos personas 
que reflexionen sobre lo que nos está pasando y brinden soluciones, cada una desde su cargo jerárquico. Lo deseable sería 
generar un ámbito que promueva una negociación, una salida, una solución en un marco de legalidad, responsabilidad y respaldo a 
la gente que trabaja y vive de la salud. 


SEÑOR CID.- Conocemos la historia de la Unidad Coronaria Móvil y la actitud que ha tenido con sus trabajadores, desde hace 
varios años; hace unos instantes estábamos ratificando el cronograma de situaciones que han conducido a este conflicto. 


Según entendí, hay un apoyo explícito del Sindicato Médico del Uruguay ratificando su posición en el conflicto anterior. También 
existe un planteo que hizo la Asociación de Médicos de Perses en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero éste lo pasó a 
mesa de entrada, es decir, no generó un ámbito para acercar las partes e iniciar un diálogo. A juzgar por esa instancia en el 
Ministerio, concluyo que, en este momento, ustedes no mantienen diálogo con la directiva de la UCM. Concretamente, deseo saber 


si la ruptura de diálogo ha sido decisión de la Asociación de Médicos de Perses o de los dueños y directivos de la Unidad Coronaria 
Móvil. Me gustaría saberlo porque ustedes nos están pidiendo una intermediación; por lo menos, de las últimas palabras surge 
claro ese planteo y para poder ejecutarlo es importante saber la evolución del conflicto. 


SEÑOR ETCHEGARAY.- Me faltó contar una parte de la historia. Pedimos ver los números porque pensamos que no podía haber 
restricciones. Fue así que nos enteramos de que, entre otros, había un gasto de Directorio que asciende a U$S 2:000.000. Luego 
solicitamos la ampliación de la información para ver si existía algún justificativo de esos gastos porque, no queriendo ser 
prejuiciosos, pensamos que era posible que existiera alguna explicación, a pesar de que nos llamaba mucho la atención. Fue ahí 
que se cortó el diálogo. Primero nos dijeron que había intereses políticos porque se habían solicitado balances previos, y estos en 
realidad tenían como fin ver cómo se había generado el endeudamiento, ya que eso no quedaba claro en los balances que nos 
habían entregado. En un diálogo que mantuvimos con representantes de la empresa les indiqué que si el problema eran los 
balances, que no nos los dieran. Además, yo había obtenido esa información por otros medios. Pero entendimos que para avanzar 
era importante ver cómo gastaba el dinero la empresa. Accedieron verbalmente a dar información pero, en los hechos, nunca se 
dio. Pasó el tiempo y a la semana llamé nuevamente y, aunque siempre manifestaron voluntad de hacerlo, hasta la fecha esa 
ampliación de información no se ha proporcionado. 


En forma concomitante, del análisis de los datos económicos surge que la empresa tenía un patrimonio negativo y, según se nos 
informó, eso la tornaba en una situación de ilegalidad. Por tratarse de una sociedad anónima eso la coloca en una inminencia de 
cierre. Si bien en diciembre del año pasado hubo una asamblea de accionistas que votó el reintegro de capital, hasta la fecha no se 
ha dado y sabemos que no se hará por una resolución de una asamblea posterior en la que se decidió no reintegrar el capital. En 
realidad, ya preveíamos esta situación y manejando la posibilidad de que fuéramos los médicos los que rescatáramos a la empresa 
que está fundida y en quiebre técnico, hablamos con los directores médicos para proponerles dar U$S 3:500.000, que es la cifra 
correspondiente a su patrimonio negativo. Obviamente, nuestra aspiración, en caso de acceder al rescate de la empresa era, por lo 
menos, tener el control de la misma. Se nos dio una respuesta insultante a nuestra inteligencia, porque se nos dijo que podíamos 
integrar ese capital a través de la parte médica, que hoy corresponde al 20% de las acciones, con lo cual obtendríamos un 10% de 
las acciones. Por ambos motivos -es decir, porque nunca hubo ampliación de información- y porque la última propuesta de 
acercamiento fue esa: finalizó el diálogo. 


Sinceramente, teníamos cierto resquemor en ir al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por nuestras malas experiencias de los 
últimos años, por lo que tratamos de encontrar otro ámbito de negociación. Como es obvio, entendimos que el ámbito natural de 
negociación es el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y, a pesar de nuestros pesares, allí concurrimos. Planteamos este tema 
en esa Cartera, específicamente, a los interlocutores, a quienes hicimos ver que, en cierta forma, se firman los convenios en ese 
ámbito y luego, después de mucho desgaste y conflictos, eso no sirve para nada. También les hicimos ver que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social avalaba los incumplimientos reiterados de parte de la empresa, ya que al sentarnos a la mesa de 
negociación a nosotros se nos exigía no tomar ninguna medida gremial. Como contrapartida, no se le exigía a la empresa el 
cumplimiento del convenio. Eso nos dejaba en una situación de desigualdad. 


El tercer punto que recalcamos refiere a lo que manifestamos acá, es decir, al decreto de esencialidad. Nunca señalamos nada 
personal a nadie, sino al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que, a nuestro entender, tendría que hacer las veces de un 
interlocutor imparcial de la situación. Eso fue lo que reclamamos, pero no lo hicimos con el ánimo de crear ninguna rispidez, sino de 
encontrar un ámbito alternativo. Como respuesta a ello obtuvimos una ofensa de parte de los interlocutores quienes, como decía la 
doctora, nos pasaron al "freezer", por lo que hoy estamos sin mediadores. Cabe aclarar que todo esto ocurrió el jueves pasado. 


SEÑORA PINKO.- Más allá de no saber en qué va a terminar este conflicto, una de las cosas más importantes que planteábamos 
ayer en una especie de puesta a punto, es que nosotros podemos tener mil conflictos, firmar mil acuerdos, pero éstos cada vez se 
rompen con mayor frecuencia y a intervalos menores. Frente a esto, nos preguntamos qué marco se puede buscar para tener cierta 
estabilidad. Recuerden los señores Senadores que en el año 2000 estuvimos a punto de hacer el primer paro médico, que 
finalmente hicimos en el 2001. Luego, a los seis meses de la firma se viola nuevamente el convenio; la próxima vez, esto ocurrirá a 
los dos meses. Esto implica un gran desgaste y, además, debemos tener en cuenta que no existe el marco legal que haga cumplir 
las normas que se firman con un mínimo de responsabilidad por parte de la empresa. La empresa firmó hace seis meses algo que 
no está en condiciones de cumplir. Se pone como excusa que algunos integrantes del Directorio no se encontraban presentes, pero 
otros sí estaban y firmaron el convenio. No obstante, reitero, luego no pasó nada. Agradecemos desde ya la mediación o la 
intención de mediación de los señores Senadores -la vez anterior existió mediación- pero señalamos que podemos firmar los 
convenios y a los seis meses ellos son violados. La vez anterior ocurrió lo mismo y, por mi parte, he concurrido tres veces a este 
ámbito. Si bien he notado apoyo de parte de los señores Senadores, a los seis u ocho meses, reitero, se vuelve a violar el convenio 
y las condiciones son cada vez peores para el trabajo médico. Eso nos preocupa en gran forma porque se está poniendo en juego 
la salud del país. Este tema también fue discutido en el día de ayer en la Asamblea General del Sindicato Médico, donde se 
resolvió ir generando las instancias para llegar a la 8? Convención Médica de manera que los médicos demos una respuesta que 
permita crear un marco para que las cosas se puedan cumplir. Vemos que cada vez los acuerdos se cumplen por menos tiempo y 
en peor forma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En nombre de la Comisión de Salud Pública, agradecemos este rato que ustedes nos han dispensado. 
Para nosotros es muy valioso tener de primera mano la explicación, por cierto imparcial, como corresponde, sobre estos temas. 
Una vez que ustedes se retiren, vamos a conversar sobre el asunto y desde ya les pedimos que tengan la seguridad de que si algo 
está en nuestras manos hacer, lo llevaremos a cabo. No olviden que nuestras puertas siempre estarán abiertas para cualquier 
planteo que deseen realizar. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 16 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


